Contribución de CEJIL y Edison Lanza al informe temático de la Relatora Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos en el contexto del cambio climático
“Acceso a la información sobre cambio climático y derechos humanos”

El Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL, por sus siglas en inglés) y Edison Lanza presentamos estas observaciones con el fin de contribuir a su informe sobre acceso a la información sobre cambio climático y derechos humanos. Remitimos asimismo un informe en calidad de amici curiae presentado por un grupo de organizaciones y expertas/os en el marco del proceso de opinión consultiva sobre cambio climático y derechos humanos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) que recoge en mayor extensión algunos de los temas abordados por nuestra intervención.  
Nuestra intervención reconoce que el derecho de acceso a la información ambiental en sus dimensiones pasiva y activa es crucial en el contexto de la emergencia climática por varias razones. En primer lugar, la producción y disponibilidad de información ambiental cumple un papel fundamental para garantizar el derecho a participar en las decisiones respecto al medioambiente, advertir sobre riesgos y prevenir daños—resguardando así una amplia gama de derechos amenazados por la emergencia climática, entre ellos, la vida, la salud y la propiedad—y fomentar la rendición de cuentas, estableciendo responsabilidades y proporcionando la base para asegurar reparaciones adecuadas por las pérdidas y los daños sufridos.
Además, la información ambiental oportuna, fiable, consistente, actualizada, transparente y accesible es indispensable para la gestión y la política pública en materia ambiental, pero también para la política alimentaria, de salud y de protección de la vida y la propiedad cuando son afectadas por la emergencia climática; ella permite fijar una línea de base y definir objetivos generales para dirigir y evaluar las medidas de mitigación, adaptación y reparación frente a la emergencia climática.
Una revisión de la jurisprudencia y doctrina comparada revela que existe un desarrollo amplio sobre algunos aspectos del derecho de acceso a la información ambiental, pero hay limitaciones importantes en el marco de derechos humanos en la determinación del alcance de las obligaciones de transparencia activa vinculadas con la producción de información y la diseminación de información de manera general y en particular respecto a comunidades o grupos afectados o en situación de vulnerabilidad.    
Varios tribunales, órganos de tratados y procedimientos especiales de derechos humanos se han pronunciado respecto del alcance del derecho de acceso a la información ambiental. A continuación mencionamos algunos ejemplos. En el ámbito universal, el Relator Especial de la ONU sobre los derechos humanos y el medio ambiente ha señalado la importancia de este derecho para la protección del medio ambiente,[footnoteRef:1] así como las obligaciones estatales de “proporcionar acceso público a la información ambiental mediante la reunión y difusión de datos” y asegurar un “acceso asequible, efectivo y oportuno” a este tipo de información “a cualquier persona que lo solicite”.[footnoteRef:2] El Relator Especial de la ONU sobre sustancias tóxicas y peligrosas también se ha referido al rol de la accesibilidad a información científica inteligible y de carácter práctico sobre las sustancias tóxicas en el marco del reconocimiento del derecho a la ciencia.[footnoteRef:3] El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales reconoció en la Observación General 15 que la accesibilidad del derecho al agua comprende el derecho a solicitar, recibir y difundir información sobre las cuestiones del agua, incluidas la protección de las fuentes de agua y los métodos para reducir los desperdicios de agua.[footnoteRef:4] [1:  ONU – Consejo de Derechos Humanos. Informe del Relator especial sobre la cuestión de las obligaciones de derechos humanos relacionadas con el disfrute de un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible. Doc. ONU A/HRC/22/43, párr. 25.]  [2:  ONU – Consejo de Derechos Humanos. Informe del Relator especial sobre la cuestión de las obligaciones de derechos humanos relacionadas con el disfrute de un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible, Principios marco sobre los derechos humanos y el medio ambiente. Doc. ONU A/HRC/37/59, Principio marco 7.]  [3:  ONU – Consejo de Derechos Humanos. Informe del Relator especial sobre las implicaciones para los derechos humanos de la gestión y eliminación ambientalmente racionales de las sustancias y los desechos peligrosos, El derecho a la ciencia en el contexto de las sustancias tóxicas. Doc. ONU A/HRC/48/61, sección III.]  [4:  ONU – Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación general Nº 15: El derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), párrs. 12.c), 25 y 48.] 

En la región americana, la Corte IDH ha elaborado estándares de garantía en los casos “Claude Reyes”[footnoteRef:5] y “La Oroya”,[footnoteRef:6] y la Opinión Consultiva 23 sobre medio ambiente y derechos humanos, entre otros.[footnoteRef:7] Allí ha abordado tanto la creación de mecanismos para suministrar información a solicitud de las personas (dimensión pasiva del derecho) como la forma en que los Estados deben producir y divulgar la información para que sea accesible (dimensión activa del derecho). Otras decisiones de la Corte IDH han moldeado el derecho de acceso a la información en otros asuntos de interés público. En este sentido se destaca su importantísima línea jurisprudencial sobre producción de información y diseño e implementación de sistemas de información en casos de riesgo a la vida e integridad personal, que se remonta a casos como “Campo Algodonero”, “Sales Pimenta” o “Gomes Lund”, entre otros.[footnoteRef:8] [5:  Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151.]  [6:  Corte IDH. Caso Habitantes De La Oroya Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2023. Serie C No. 511.]  [7:  Corte IDH. Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio ambiente en el marco de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance de los artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-23/17, de 15 de noviembre de 2017. Serie A No. 23.]  [8:  En “Campo Algodonero” la Corte IDH fue muy clara acerca de la importancia de generar información que permita adoptar políticas públicas de prevención e investigación de situaciones de violencia y discriminación. Véase Corte IDH. Caso Gonzáles y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205, párrs. 508-512.
Hay varios casos en el mismo sentido, incluyendo el reciente “Sales Pimenta” en relación con personas defensoras de los derechos humanos. Véase Corte IDH. Caso Sales Pimenta Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de junio de 2022. Serie C No. 454, párr. 178.
La búsqueda, sistematización y publicación de información también ha sido ordenada como garantía de no repetición en casos sobre el derecho a la verdad como “Gomes Lund”. Véase Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros (“Guerrilha do Araguaia”) Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas). Sentencia de 24 de noviembre de 2010. Serie C No. 219, párr. 293.] 

Mediante este escrito pretendemos hacer una contribución diferenciada a los desarrollos en torno al derecho de acceso a la información ambiental dada la emergencia climática, centrada en la producción y diseminación de información y primordialmente enfocada en aquellos elementos clave para el perfeccionamiento de sistemas de información necesarios para responder adecuadamente a esta crisis. 
Proponemos un análisis integrado de las obligaciones estatales que se derivan de los tratados de derechos humanos y los instrumentos internacionales ambientales. De ellas, es posible deducir que los Estados tienen la obligación de establecer sistemas de información ambiental que incluyan información relevante para la emergencia climática destinados a asegurar la actuación oportuna para la protección de la vida, la integridad, la salud y el medio ambiente sano por diversos actores a nivel local, nacional, regional, mundial. Estos sistemas deben tener en cuenta a las comunidades y grupos afectados, y diseminar oportunamente la información relevante a dichos actores. 
La producción, acceso y divulgación de información asociada a la emergencia climática es una de las medidas de debida diligencia reforzada que los Estados deben adoptar frente a esta crisis para cumplir con sus deberes de respeto y garantía bajo el Derecho Internacional de los Derechos Humanos (DIDH) frente a los riesgos ciertos y conocidos afirmados por el consenso de la ciencia climática y los tratados vinculados. 
En el ámbito interamericano, el Grupo de Trabajo del Protocolo de San Salvador, en sus indicadores aprobados por la Organización de Estados Americanos (OEA)[footnoteRef:9] para la medición del cumplimiento del derecho al medio ambiente sano, también aborda la producción y divulgación de información ambiental vinculada a la recepción del derecho, los compromisos presupuestarios, las capacidades estatales, la igualdad, la participación y la justicia. [9:  OEA – Asamblea General. Aprobación de indicadores de progreso para medición de derechos contemplados en el Protocolo de San Salvador. Segunda sesión plenaria, celebrada el 4 de junio de 2012. Doc. OEA AG/RES. 2713 (XLII-O/12); Adopción del mecanismo de seguimiento para la implementación del Protocolo de San Salvador. Segunda sesión plenaria, celebrada el 4 de junio de 2014. Doc. OEA AG/RES. 2823 (XLIV-O/14).] 

El Acuerdo de París hace lo propio al establecer un marco de transparencia reforzado[footnoteRef:10] para una rendición de cuentas precisa sobre el cumplimiento de los objetivos climáticos a partir de la información técnicamente congruente proporcionada por los Estados en sus Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional (NDCs, por sus siglas en inglés). El tratado establece que los Estados deben proporcionar periódicamente información sobre “el inventario nacional de las emisiones antropógenas por las fuentes y la absorción antropogénica por los sumideros de gases de efecto invernadero”.[footnoteRef:11] Además, sostiene que las NDCs deben ser claras, transparentes y comprensibles, reflejar la máxima ambición posible en la acción climática, e integrar la perspectiva de derechos humanos.[footnoteRef:12]   [10:  Acuerdo de París de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (Acuerdo de París), adoptado por la ONU el 12 de diciembre de 2015. Entrada en vigor el 4 de noviembre de 2016, art. 13.]  [11:  Ibid., art. 13.7.a).]  [12:  Ibid., Preámbulo y arts. 3, 4.3, 4.8.] 

Otros instrumentos internacionales a nivel global[footnoteRef:13] y regional[footnoteRef:14] comprenden obligaciones de producir y publicar información asociada al cambio climático. Varios de estos plasman asimismo la relación existente entre esta información y la participación y el acceso a la justicia en asuntos climáticos. [13:  Algunos ejemplos son: Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono, adoptado el 22 de marzo de 1985. Entrada en vigor el 22 de septiembre de 1988; Protocolo de Montreal Protocolo de Montreal [al Convenio de Viena] relativo a las Sustancias que Agotan la Capa de Ozono, adoptado el 16 de septiembre de 1987. Entrada en vigor el 1 de enero de 1989; Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación, adoptado el 22 de marzo de 1989. Entrada en vigor el 5 de mayo de 1992; Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, adoptada en la Cumbre de la Tierra el 9 de mayo de 1992. Entrada en vigor el 21 de marzo de 1994; Convenio de Rotterdam sobre el Procedimiento de Consentimiento Fundamentado Previo aplicable a Ciertos Plaguicidas y Productos Químicos Peligrosos Objeto de Comercio Internacional, adoptado el 10 de septiembre de 1998. Entrada en vigor el 24 de febrero de 2004; Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes Orgánicos Persistentes, adoptado el 22 de mayo de 2001. Entrada en vigor el 17 de mayo de 2004; Directrices para la elaboración de legislación nacional sobre el acceso a la información, la participación del público y el acceso a la justicia en asuntos ambientales (Directrices de Bali), adoptadas por el Consejo del Programa de la ONU para el Medio Ambiente el 26 de febrero de 2010. Decisión SS.XI/5; Declaración sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (Declaración de Río), aprobada por la Conferencia de la ONU sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo Sostenible en junio de 1992; Climate & Clean Air Coalition. Compromiso Global sobre el Metano (Global Methane Pledge). Disponible en: https://www.ccacoalition.org/es/content/global-methane-pledge, último acceso: 5 de junio de 2024.]  [14:  Entre ellos, se destacan: Convención sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en temas ambientales (Convención de Aarhus), adoptada por la Comisión Económica de la ONU para Europa el 25 de junio de 1998. Entrada en vigor el 30 de octubre de 2001; Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe (Acuerdo de Escazú), adoptado por la Comisión Económica para América Latina y el Caribe el 4 de marzo de 2018. Entrada en vigor el 22 de abril de 2021; Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del Norte, adoptado por Canadá, México y Estados Unidos el 12 de agosto de 1993. Entrada en vigor el 1 de enero de 1994; Convención Africana sobre Conservación de la Naturaleza y los Recursos Naturales revisada, adoptada por la Asamblea de la Unión Africana el 11 de julio de 2013. Entrada en vigor el 23 de julio de 2016.] 

Teniendo en cuenta estos instrumentos medioambientales y los tratados en derechos humanos, así como el consenso científico expresado en los sucesivos informes del Panel Intergubernamental del Cambio Climático (IPCC), se pueden identificar las siguientes categorías mínimas de información ambiental relacionada con la emergencia climática que los Estados deberían producir, publicar y en ocasiones diseminar para responder adecuadamente a los riesgos que genera la emergencia climática para diversos derechos. 
I. La primera categoría es información clave para la respuesta a la emergencia climática con perspectiva de derechos humanos. Esta información incluye la subcategoría de información sobre el estado del ambiente que permita tener un análisis de la situación actual, una línea de base y un modo de evaluar necesidades, prioridades y avances. Los Estados deben presentar informes sobre este tema a intervalos regulares. Se propone que estos informes incluyan información relativa a:
A. Zonas de especial interés para la protección de los derechos humanos como zonas protegidas, de riesgo, y críticas para medir la evolución e impactos a biomas vinculados significativamente a puntos de inflexión como glaciares, el bosque amazónico y arrecifes y otras a determinar en función de los contextos nacionales y la evolución de la emergencia climática a nivel regional y planetaria.
B. Emisiones de gases de efecto invernadero y NDC. La recolección de estos datos con suficiente nivel de desagregación y fiabilidad es necesaria para no sobrepasar el umbral crítico de 1.5°C de calentamiento global; además, esta información debe ser producida y divulgada de manera periódica, sistemática, oportuna, accesible y comprensible. Tanto el Acuerdo de Escazú como el de París establecen obligaciones expresas en este sentido.[footnoteRef:15]  [15:  Acuerdo de Escazú. Op. Cit., art. 6; Acuerdo de París. Op. Cit., arts. 4.8, 4.9, 4.11 y 13.7.a).] 

C. Emisiones de metano, de conformidad con el Compromiso Global sobre el Metano que impone mejorar la precisión, cantidad, comparabilidad y consistencia de los datos disponibles sobre este super contaminante por su alto potencial de calentamiento. 
D. Calidad del aire o carbono negro, y sumideros de carbono (glaciares, océanos y bosques, particularmente la Amazonía), por ser esencial para las estrategias globales y regionales de mitigación del cambio climático y la protección de otros derechos asociados.
E. Emergencias ambientales. La difusión sin demora de amenazas inminentes al medio ambiente o a la salud pública es requerida para prevenir o limitar daños y pérdidas (Opinión Consultiva 23 de la Corte IDH). De conformidad con el Acuerdo de Escazú, los Estados deben tener sistemas adecuados de alerta temprana que utilicen los mecanismos disponibles para identificar, evaluar y reducir los riesgos de desastres.
II. La segunda categoría está compuesta por información sobre políticas públicas en materia de emergencia climática, que abarca información general sobre:
i. El diseño y ejecución de la política ambiental, incluyendo asignación de presupuesto público para enfrentar la emergencia climática, contratos de proyectos u obras con implicaciones ambientales, estudios de impacto ambiental, registro de denuncias y multas por infracciones ambientales.
ii. La situación de las personas defensoras del ambiente. Los Estados deben abordar y registrar las medidas tomadas para garantizar un entorno propicio para su labor. Esto incluye elaborar una base de datos de agresiones contra activistas climáticos con datos que permitan identificar patrones en virtud de áreas geográficas, género, raza o etnicidad, ocupación, y tipo de violencia infligida, entre otros factores relevantes.
iii. Pueblos y territorios indígenas. Es necesario identificar y llevar un registro de las zonas afectadas por la emergencia climática donde habitan, sus derechos humanos vulnerados o en riesgo, la situación de titulación de sus territorios, los contratos o actividades que afecten su territorio, las agresiones que sufren sus miembros.
III. La tercera categoría está constituida por información vital para grupos en situación de vulnerabilidad frente a la emergencia climática, incluida la relativa al impacto de la crisis en dichos grupos y al acceso a derechos para asegurar su participación y acceso a la justicia.
Las obligaciones generales de respeto y garantía en materia de derechos humanos se materializan en medidas reforzadas de debida diligencia que requieren la recopilación, cruce y sistematización de datos acerca de los efectos diferenciados y desproporcionados del cambio climático en mujeres, pueblos indígenas, comunidades campesinas, poblaciones afrodescendientes, niños y niñas, adultos mayores, personas con discapacidad y personas migrantes, entre otros grupos. En efecto, el impacto de la emergencia sobre la movilidad forzada debe ser registrado, evaluado y previsto a fin de poder garantizar los derechos de las personas en dicha situación. 
A su vez, estas medidas reforzadas demandan la diseminación de información asequible, culturalmente apropiada y oportuna a los diversos grupos y comunidades que puedan necesitarla por su situación o condición, no solo sobre situaciones específicas o procesos de desarrollo lento o rápido que las afecten sino también sobre sus derechos, para que puedan ejercerlos y reclamarlos de manera efectiva en este contexto crítico.
En este sentido, la obligación de generar información asequible, oportuna, apropiada se extiende a las situaciones y a la información relevante para el acceso a los derechos de carácter procedimental y sustantivo que permiten la protección de las personas y comunidades frente a la emergencia climática. Ejemplo de ello es la información sobre mecanismos judiciales de protección. 
En relación con la diseminación y acceso oportuno a la información, es esencial subrayar que el espacio cívico, las personas defensoras ambientales y los medios de comunicación posibilitan la difusión de la información ambiental relevante para la emergencia climática. El activismo y el periodismo son fundamentales para garantizar los derechos humanos de poblaciones en situación de vulnerabilidad, combatir la desinformación y brindar información de manera oportuna sobre situaciones en desarrollo, entre otras. Los Estados tienen la obligación de garantizar condiciones habilitantes para el ejercicio de la defensa de los derechos ambientales y el trabajo periodístico; esto se traduce en la producción y divulgación de información clara, oportuna y accesible desde un enfoque pluricultural para las personas defensoras ambientales y la prensa local, así como la protección frente a la violencia contra estos grupos.
Por ejemplo, en el caso de la Amazonía, el periodismo local se encuentra en crisis. La producción de información local para la ciudadanía es casi inexistente y se encuentra en peligro inminente, y la violencia hacia la prensa viene en aumento.[footnoteRef:16] En la práctica, el acceso a información estatal continúa siendo un desafío para los y las periodistas. La situación de personas defensoras en esta zona también se ha deteriorado considerablemente en los últimos años.[footnoteRef:17] La protección de biomas como este requiere un activismo y un periodismo de urgencia que operen en un clima de libertad, para salvaguardar estos ecosistemas integrados vitales y asegurar que la ciudadanía reciba información cada vez más completa y precisa. [16:  Véase Asociación Brasileña de Periodistas de Investigación (ABRAJI) y Fundación para la Libertad de Prensa (FLIP), El papel del periodismo en la defensa de la Amazonía: un análisis comparativo entre Brasil y Colombia, mayo de 2024. Disponible en: https://flip.org.co/publicaciones/otras-publicaciones?item=el-papel-del-periodismo-en-la-defensa-de-la-amazonia-un-analisis-comparativo-entre-brasil-y-colombia.]  [17:  Véase Global Witness. Siempre en pie: Personas defensoras de la tierra y el medioambiente al frente de la crisis climática. Actualizada el 18 de septiembre de 2023. Disponible en: https://www.globalwitness.org/es/standing-firm-es/.] 

En cuanto a las modalidades de cumplimiento de los deberes relativos a las tres categorías de información presentadas, los Estados deben guiarse por los principios de publicidad, máxima divulgación y transparencia activa, que requieren la provisión oficiosa de información completa, actualizada y accesible. El Acuerdo de Escazú los consagra y refuerza al requerir que la información se brinde en diversos idiomas o formatos cuando sea necesario, especialmente para grupos vulnerables. 
Adicionalmente, quisiéramos resaltar que la emergencia climática requiere y se beneficia de la producción de información transfronteriza, de carácter regional o global. Por ello, alentamos a la Relatora a abordar asimismo las obligaciones en estas dimensiones.  
Un aspecto fundamental de la producción y difusión de información en el contexto de la emergencia climática tiene que ver con el monitoreo de los biomas integrados y transfronterizos de impacto significativo en esta crisis como el bosque amazónico o los glaciares binacionales. La emergencia climática trasciende fronteras, exigiendo producción y difusión conjunta de información ambiental relevante en todos los niveles, en particular, requiere sistemas de información regionales que permitan la distribución oportuna y apropiada de información a las personas y comunidades más afectadas por la emergencia climática que habitan estos biomas.
Por otro lado, cualquier desarrollo sobre el derecho de acceso a la información ambiental frente a la emergencia climática debe reparar en las posibilidades que ofrecen las nuevas tecnologías de la información respecto al monitoreo de esta crisis. Internet ha incrementado significativamente la capacidad del público de acceder a información ambiental relevante para combatir la emergencia climática y participar en asuntos relacionados, mientras que los satélites de observación y otras herramientas de vigilancia atmosférica han permitido dar seguimiento preciso a la situación del ambiente en cualquier sitio de la tierra. 
Se trata de un entramado de infraestructura y plataformas públicas y privadas cada vez más importantes para seguir la evolución de las emisiones de gases de efecto invernadero y los impactos de este y otros fenómenos climáticos que demandan definir hasta qué punto la información obtenida por estas redes debe ser reconocida como bien público, y ser por ello accesible al público de manera gratuita y oportuna, así como las medidas mínimas que deben adoptar los Estados para facilitar dicho acceso. 
Por último, en cuanto a transparencia pasiva, aunque el DIDH ha reconocido que existen restricciones legítimas al acceso a la información, incluyendo en materia ambiental, estas deben estar claramente definidas por ley, y ser proporcionales y necesarias en un contexto democrático. Dada la gravedad y urgencia de la emergencia climática, se podría exigir su interpretación estricta, con evaluación del daño vinculado a esta crisis.
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